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En la Ciudad de Mar del Plata, a los 9 días del mes de diciembre del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-1884-MP1 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. RAMIRO HERMANOS S.R.L. y otros s. APREMIO PROVINCIAL”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Sardo, Riccitelli y Mora, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial Mar del Plata dictó sentencia haciendo lugar parcialmente a la excepción de prescripción opuesta por los demandados [Ramiro Hermanos S.R.L.; Flora Leonor Colman y Carlos Alfredo Ramiro] y, en consecuencia, rechazó la ejecución promovida por el Fisco en orden a los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos correspondientes al año 1996 y a la multa por omisión en el pago del tributo plasmados en el título ejecutivo N° 258.399, imponiendo -en tal parcela- las costas al Fisco en su condición de vencido [arts. 25 de la ley 13.406, 68 y 71 del C.P.C.C.]. Asimismo, mandó llevar adelante la ejecución hasta tanto los ejecutados hicieran íntegro pago del capital reclamado por los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos correspondientes al año 1997 y 01 del año 1998, con más los intereses legales que correspondan [art. 95 del Código Fiscal –t.o. 2004-], imponiendo –en este segmento- las costas a la parte demandada en su condición de vencida [arts. 25 de la ley 13.406, 68 y 71 del C.P.C.C.]. Finalmente, difirió la regulación de honorarios hasta el momento en que se acrediten las pautas indispensables para ello (arts. 51 del decreto ley 8904/77; 15 y 22 de la ley 13.406).

II. Notificado el Fisco provincial el 11-12-2009 del reseñado pronunciamiento [cfr. cédula de fs. 116 bis], interpuso –de forma fundada- recurso de apelación en su contra el 18-12-2009 [v. escrito de fs. 117/119].

III. El 10-12-2009 los ejecutados fueron notificados de la sentencia [cfr. cédulas de fs. 115 y 116], presentando –de forma fundada- recursos de apelación en su contra el 18-12-2009 [v. escritos de fs. 120/125 –Ramiro Hnos S.R.L. y Sr. Alfredo Ramiro- y 126/134 –Sra. Flora Leonor Colman-].

IV. A fs. 135/136 el juez de grado tuvo a los recursos de fs. 117/119; 120/125 y 126/134 por presentados en tiempo y forma, procedió a su concesión y ordenó correr los respectivos traslados a la contraparte por el término de cinco (5) días.

V.1. El 2-02-2010 el Dr. Mario Paredi retiró copia del recurso de apelación deducido por el Fisco, presentando su réplica –en representación de Ramiro Hermanos S.R.L. y del Sr. Alfredo Ramiro- el 15-02-2010 [cfr. constancia de notificación al pie de fs. 136 vta. y escrito de fs. 137/138].

2. En idéntica fecha [15-02-2010] la Sra. Flora Leonor Colman –con el patrocinio letrado del Dr. Omar Ryan- contestó el traslado conferido [v. fs. 139/140].

3. A fs. 141 el a quo tuvo a por contestado en tiempo y forma el traslado conferido a fs. 136.

VI.1. El 26-02-2010 el Fisco provincial se notificó personalmente del traslado ordenado a fs. 135/136, retiró copias de los recursos de apelación de fs. 120/134 [cfr. constancia de fs. 136 vta.], y presentó su réplica el 08-03-2010 [cfr. escritos de fs. 142/150 y 151/159].

2. Mediante providencia de fs. 160 el juez de grado tuvo por contestado el traslado conferido a fs. 135/136 y ordenó la elevación de los autos a esta Alzada.

VII. Recibidas las actuaciones en este Tribunal [cfr. fs. 163] y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia [cfr. fs. 164], corresponde plantear las siguientes

CUESTIONES

1. Atento el similar tenor de los recursos de apelación interpuestos por los ejecutados a fs. 120/125 y 126/134 ¿son éstos fundados?

En su caso,

2. ¿Es fundado el recurso de apelación deducido por el Fisco provincial a fs. 117/119?
A la primera cuestión planteada, la señora Juez doctora Sardo dijo:

I.1. En lo que aquí interesa, el a quo dictó sentencia mandando llevar adelante la ejecución hasta tanto los ejecutados -Ramiro Hermanos S.R.L., Flora Leonor Colman y Carlos Alfredo Ramiro- hagan íntegro pago del capital reclamado por el Fisco provincial, que asciende a la suma de PESOS CUATROCIENTOS SETENTA Y TRES MIL CUARENTA Y SIETE CON TREINTA CENTAVOS ($ 473.047,30), correspondiente al monto parcial del título ejecutivo por los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos correspondientes al año 1997 y 01 del año 1998, con más los intereses legales que correspondan [art. 95 del Código Fiscal –t.o. 2004-].

a. Liminarmente, el magistrado recordó que la ejecución había sido promovida contra los nombrados persiguiendo el cobro del Impuesto sobre los Ingresos Brutos por los períodos 01 a 12 de 1996; 01 a 08 y 11 de 1997, y 01 de 1998 presuntamente adeudado, como así también la cancelación de la multa por omisión en el pago del referenciado tributo [cfr. título ejecutivo N° 258.399 de fs. 8/9].

Indicó que a fs. 22/37, 41/57 y 61/77 –y en idénticos términos- los ejecutados habían interpuesto la excepción de prescripción [art. 9 inc. e) de la ley 13.406], argumentando –en prieta síntesis- que: 1°) los arts. 131, 132, 133, 134 y 135 del Código Fiscal resultan inconstitucionales al contrariar las directrices de los arts. 4027 inc. 3°, 3951, 3156, 3157 y 3986 del Código Civil y de los arts. 28, 31, 75 inc. 12° y ccdtes. de la Constitución Nacional, contraviniendo asimismo lo establecido por la C.S.J.N. en la causa “Filcrosa”; 2°) subsidiariamente, y aún cuando se consideren aplicables las normas del Código Fiscal, los períodos reclamados se encontrarían prescriptos al momento de interposición de la demanda; 3°) respecto de la multa por omisión reclamada, al ser accesoria de la obligación principal, debía seguir su misma suerte y, ad eventum –atento su naturaleza penal-, aplicarse la prescripción del Código Penal; 4°) en subsidio de ello, y con sustento en la alegada inconstitucionalidad de los arts. 131, 132, 133, 134 y 135 del Código Fiscal más lo resuelto por la C.S.J.N. en el precedente “Filcrosa”, también debía entenderse prescripta.

Seguidamente, el juzgador describió que corrido el pertinente traslado al Fisco, éste contestó que: 1°) En relación al planteo de inconstitucionalidad de los arts. 131, 132, 133, 134 y 135 del Código Fiscal: i) tales postulados eran inadmisibles en los juicios de apremio; ii) en su caso, la Provincia de Buenos Aires posee la facultad de legislar en materia de tributos y por ende respecto de su prescripción en la medida en que no es una facultad delegada al Estado Nacional; iii) en materia tributara no puede aplicarse el Código Civil, sino normas de derecho público; 2°) En cuanto al subsidiario planteo de prescripción conforme las reglas contenidas en el Código Fiscal: i) respecto del período más antiguo [01/1996], la obligación de presentar declaración jurada venció en 1997 y la prescripción comenzó a correr el 1° de enero de 1998 [conf. art. 133 de la ley 10.397]; ii) la totalidad de la deuda reclamada fue incorporada al régimen de regularización establecido por la ley 12.397 con fecha 24-07-2000, provocando la consolidación de la deuda y la novación de todas las obligaciones fiscales no prescriptas al 1° de enero de 2000; iii) con fecha 02-09-2003 se dictó la Resolución Determinativa N° 196/03, lo cual ocasionó la suspensión de la acción por el plazo de noventa (90) días desde su notificación, confirmada por el Tribunal Fiscal de Apelación el 23-03-2006; iv) con todo, habiéndose iniciado el juicio de apremio el 30-06-2006, la deuda reclamada no se encontraba prescripta; 3°) Respecto de la multa por omisión del pago del tributo: no se encontraba alcanzada por la prescripción por cuanto el plazo había comenzado a correr el 1-01-2004 [arts. 131 y 133, 2do. párrafo del Código Fiscal].

Finalmente, el a quo explicó que habiéndose dado vista a los ejecutados del expediente administrativo N° 2306-386060/01 traído por el Fisco –donde tramitó la determinación de la deuda reclamada-, aquéllos negaron –de manera genérica- la totalidad de la documentación, la autenticidad del expediente y las firmas allí insertas, y desconocieron especialmente la nota N° 76 de la Subsecretaría de Ejecución de Créditos Fiscales y Tributarios dependiente de la Fiscalía de Estado.

b. Una vez rememorado el derrotero procesal, el juzgador de grado analizó la procedencia de la excepción de prescripción opuesta por los ejecutados. 

i. Para ello, estimó necesario -en primer lugar- establecer cuál era la normativa aplicable a la especie.

En tal faena señaló que –conforme lo planteado por las partes- el conflicto se generaba entre la normativa que en la materia existe en el Código Civil y los artículos que regulan la cuestión en el Código Fiscal.

Afirmó que el debate tenía suma actualidad y había sido objeto de recientes pronunciamientos de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires (“Cooperativa Provisión Almaceneros Minoristas de Punta Alta Limitada”, sent. de 30-V-2007), de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (“Filcrosa S.A.”, sent. de 30-IX-2003), de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Mendoza (“Departamento General de Irrigación v. Félix G. Montilla e Hijos SACIAEI”, sent. de 27-IX-2004) y del Tribunal Superior de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (“Sociedad Italiana de Beneficencia”, sent. de 17-XI-2003), de cuyas divergencias se desprende que se trata de un tema harto complejo.

Puntualizó que, no obstante ello, en el caso de los tributos de la Provincia de Buenos Aires la discusión resultaba de algún modo intrascendente, toda vez que tanto en el art. 4027 inc. 3° del Código Civil como en el art. 131 del Código Fiscal –t.o. 2004- [marcos normativos entre los que se genera la controversia] el plazo de prescripción que se compara es el mismo, es decir, cinco (5) años.

Consideró al plazo previsto en la citada norma del Código Civil como un parámetro de razonabilidad a tener en cuenta en caso que algún ordenamiento local contuviera una norma que lo supere, lo que –afirmó- no era necesario en relación al Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires.

En ese lineamiento, estimó útil ejemplificar –por vía de hipótesis- que en el caso que la norma local estableciera un plazo menor al del Código Civil, nada cabría reprocharle, dato que –según expresó- evidenciaba que el legislador local tiene autonomía en la materia, sin que ello signifique violentar el principio de razonabilidad vigente en cualquier ámbito del derecho.

Por ello, estimó que el art. 131 del Código Fiscal provincial –t.o. 2004- en cuanto prevé el plazo quinquenal de prescripción, no merece objeción constitucional alguna.

ii. Pronunciándose –con citas de jurisprudencia- en favor de la facultad de las provincias de regular la materia tributaria local en todos sus aspectos –incluso la extinción de las obligaciones-, y habiendo definido que el plazo a tener en cuenta era el previsto en el citado art. 131 del Código Fiscal –t.o. 2004-, se introdujo en el análisis del modo como aquél debe computarse.

Así, manifestó que el Código Fiscal prevé algunos supuestos que encuentran justificación en las especiales características del crédito bajo regulación.

Señaló que aún adoptando la doctrina jurisprudencial que sostiene que la prescripción debe resolverse al amparo de las normas del Código Civil, se advierte que diversos aspectos vinculados con el cómputo de aquélla no encuentran en dicho Código solución alguna. A modo de ejemplo, destacó que en los supuestos de obligaciones autoliquidables (por Declaración Jurada del contribuyente) el plazo de prescripción comprende tanto la determinación como el cobro; y que, a su vez, la regulación de los supuestos de suspensión e interrupción atiende a la especificidad de los casos en los que se interpone algún recurso administrativo.

En ese orden de ideas, advirtió que hay puntos en los que es necesario que el legislador local los reglamente y que así lo ha hecho, mas ello no implica convalidar que al amparo de tal potestad normativa pueda consagrar mecanismos que terminen por distorsionar la razonabilidad que debe imperar en la regulación de toda institución jurídica, y en la prescripción como tal.

iii. Determinada entonces la normativa aplicable trató por separado los planteos de prescripción opuestos –de un lado- en relación al reclamo de anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos y –de otro- respecto de la multa.

(a). Períodos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos:

Refiriéndose primeramente al período más antiguo reclamado [01 de 1996] señaló que tratándose del impuesto a los Ingresos Brutos del año calendario 1996, la presentación de la declaración jurada correspondiente a ese año debe presentarse conjuntamente con el vencimiento para el pago del primer anticipo del año siguiente –vencimiento enero de 1997-, y el plazo de prescripción comienza entonces a computarse a partir del 1º de enero de 1998 (art. 183 del Código Fiscal –t.o. 2004- y art. 34 de la Disposición Normativa Serie “B” Nº 001/04).

Tomando luego el período 01/1998 -último reclamado- indicó que, tratándose del Impuesto sobre los Ingresos Brutos del año calendario 1998, la presentación de la declaración jurada correspondiente debía efectuarse conjuntamente con el vencimiento para el pago del primer anticipo del año siguiente –vencimiento enero de 1999-, por lo que el plazo de prescripción debía comenzar a computarse a partir del 1° de enero del año 2000 (art. 183 del Código Fiscal –t.o. 2004- y art. 34 de la Disposición Normativa Serie “B” N° 001/04). En virtud de ello –y mediante un simple cálculo- aquélla habría operado el 1-01-2005 [art. 133 del Código Fiscal].

Así, señaló que si se confrontaba esta última fecha con el momento en que se había interpuesto la acción [30-06-2006] parecería haberse producido la prescripción de la acción, empero –aclaró- el Fisco había denunciado como causales de interrupción o suspensión: a) el acogimiento al régimen de regularización de deuda establecido por la ley 12.397 y, b) la existencia de la Resolución Determinativa N° 196/03 y de un recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal en su contra; por lo que cabía analizar si éstas habían acontecido.

a) En torno a la primera causal, declamó que en el expediente administrativo no encontraba constancia alguna que diera cuenta del acogimiento –por parte de los ejecutados- al régimen de regularización de deuda previsto en la ley 12.397. La mera manifestación que la Administración había realizado a fs. 434 del expediente administrativo –a su criterio- no resulta suficiente a los fines de comprobar un comportamiento en tal sentido.

Afirmó que cuando la autoridad de aplicación reclama una deuda generada como consecuencia de la caducidad de un régimen de regularización debe existir un acto que así lo disponga, y -en el caso- ello no ha sido siquiera invocado.

Enlazó a lo anterior, que las obligaciones reclamadas en autos mal podrían haber sido alcanzadas por la ley 12.397, cuando habían sido determinadas mediante la Resolución N° 196 de fecha 25-07-2003.

Finalmente –y en su visión lo más contundente- arguyó que conforme los conceptos incluidos en el título ejecutivo, en autos no se reclamaba la caducidad del mentado plan de pagos, sino los períodos a los valores originarios.

Concluyó entonces que “ante la ausencia del instituto de la consolidación conforme la boleta de deuda base del presente apremio” no podía invocarse la ley 12.397 como causal interruptiva del plazo de prescripción de las obligaciones reclamadas en autos.

b) Luego analizó el efecto que pudo haber tenido la Resolución Determinativa N° 196/2003 y el recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal interpuesto por los accionados contra aquélla –cfr. fs. 318/325 del expediente administrativo antes citado-, a la luz de lo dispuesto por el art. 135 del Código Fiscal respecto de la suspensión del plazo prescriptivo.

En este sentido detalló que: 1º) el 24-04-2002 se inició el sumario determinativo [cfr. Resolución A 099, obrante a fs. 174/178 del expte. admt.]; 2º) el 25-07-2003 se dictó la Resolución Determinativa de oficio, que fue notificada en septiembre del año 2003 [cfr. fs. 225/236 y 310/317, respectivamente]; 3º) con fecha 23-09-2003 el contribuyente interpuso recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal provincial, suspendiendo el curso de la prescripción hasta el día 23-03-2006, fecha en que fue notificado del rechazo del mentado recurso, y extendiéndose el plazo noventa (90) días más a partir de tal fecha.

Con tal línea temporal, destacó que el motivo que suspende el curso de la prescripción es la intimación administrativa de pago (art. 35 del Código Fiscal), lo cual –en la especie- había ocurrido en el mes de septiembre de 2003 al producirse la notificación de la resolución determinativa a cada uno de los aquí demandados.

Así, estimó que tal acto no tenía efectos respecto de los anticipos del período 1996 [cuya prescripción había comenzado a correr el 1-01-1998] puesto que en oportunidad de la notificación de la resolución determinativa ya había transcurrido el plazo de cinco (5) años. 

Ello –destacó- no ocurría con los anticipos del período 1997 [cuya prescripción comenzó a correr el 1-01-1999], por lo que la intimación cursada por la Administración tuvo –en relación a aquéllos- efectos suspensivos en los términos del art. 135 del Código Fiscal.

Señaló –seguidamente- que dicha norma establece el plazo de suspensión por un (1) año o, en el caso de plantearse un recurso de apelación contra la resolución determinativa –como en la especie-, se extiende hasta los noventa (90) días posteriores a la notificación de la resolución que rechazó aquél.

Llevadas tales directrices al sub examen, indicó que el trámite del recurso de apelación había durado más de un (1) año, por lo que el reinicio del cómputo del plazo de prescripción suspendido debía ser la fecha de notificación de la resolución del Tribunal Fiscal, esto es el 23-03-2006, desde allí noventa (90) días más, y a partir de ese momento se continúa el cómputo del plazo de prescripción, tomando en cuenta el tiempo acumulado al momento en que comenzó la suspensión.

Con ello presente, y considerando que la demanda había sido interpuesta el 30-06-2006, declaró que -a tal fecha- no habían transcurrido los cinco (5) años de prescripción. Igual conclusión aplicó al reclamo del anticipo 01 del año 1998.

(b). Multa por omisión de impuestos:

En el inicio de su análisis destacó que en la medida que tal sanción estaba contemplada en el art. 51 del Código Fiscal, revistiendo –por ello- carácter tributario, debía descartarse la aplicación de los parámetros prescriptivos contenidos en el Código Penal invocados por los accionados.

Con tal piso de marcha, infirió que si la multa había sido impuesta por la Resolución Determinativa N° 196/2003, la infracción correspondía a la omisión del pago de los anticipos de los años 1996, 1997 y primero de 1998, a los cuales se refiere dicho acto administrativo.

Señalando que el pago de los anticipos debe realizarse al mes siguiente de superado el período correspondiente, afirmó que es razonable entender que el inicio del cómputo de la prescripción debía comenzar a partir del momento en que se configuraba la infracción, de forma tal que considerando el último anticipo reclamado -01/1998-, cuya omisión operó en los primeros meses del año 1998, la prescripción ya había acontecido no sólo al momento de interponerse la presente acción, sino inclusive al tiempo de dictarse la Resolución Determinativa que aplicó la multa –julio de 2003- [art. 131 del Código Fiscal].

c. Todo lo hasta aquí sostenido –a criterio del judicante- evidenciaba que parte de los períodos volcados en el título ejecutivo se encontraban prescriptos [anticipos del año calendario 1996 y multa por omisión], por lo que el reclamo debía prosperar sólo en relación a los anticipos del año calendario 1997 y anticipo 01/1998.

En este sentido, aclaró que la emisión de un solo título ejecutivo donde se han volcado varios períodos no les quita a estos últimos individualidad como créditos autónomos y separables. Acompañó su afirmación con citas jurisprudenciales de la Suprema Corte de Justicia Provincial que estimó atinentes.

Por todo lo expuesto, únicamente acogió la demanda promovida por el Fisco por los períodos reclamados del año 1997 y el período 01 del año 1998, rechazándola en relación a los períodos del año 1996 y a la multa por omisión impuesta.

2. Con idénticos o similares argumentos, los recursos de apelación de fs. 120/125 y 126/134 presentados por los ejecutados pretenden la revocación de la sentencia en la parcela que ordenó llevar adelante la ejecución fiscal, lo que amerita –por razones metodológicas- su tratamiento conjunto.

Liminarmente, aclaran que si bien el pronunciamiento recurrido receptó en forma parcial y favorable a sus intereses la excepción de prescripción opuesta por su parte [en relación a los períodos 1 a 12 de 1996 y a la multa por omisión], no por ello comparten sus fundamentos, en tanto consideran que la totalidad de los períodos reclamados en autos se encuentran prescriptos, no sólo en los términos del Código Fiscal sino –y principalmente- de conformidad a las previsiones del Código Civil que, afirman, el juez de grado debió aplicar en su totalidad.

Sentado lo que antecede, y sin cuestionar el plazo quinquenal de prescripción aplicable a la acción fiscal, postulan –en cambio- que el a quo ha errado en el modo de computarlo al sustentar su fallo en los arts. 133 y 135 del Código Fiscal.

Ello por cuanto –a su criterio- no se han aplicado las normas del Código Civil que resultan atinentes a la solución del caso [arts. 3986, 3956, 4027 inc. 3° y concordantes del mentado cuerpo legal].

En esta senda, afirman que tanto el Máximo Tribunal Nacional como el provincial –C.S.J.N. in re “Filcrosa”, Fallos 326:3899 [sent. de 30-IX-2003] y S.C.B.A. en la causa C. 81.253 “Cooperativa Provisión Almaceneros Minoristas de Punta Alta” [sent. de 30-V-2007]- reconocieron que en virtud de lo normado por el art. 75 inc. 12° de la Constitución Nacional, es potestad del legislador nacional –al dictar los códigos de fondo- regular los aspectos sustanciales del régimen general de las obligaciones y –en consecuencia- sus modos de extinción, estando vedado a las jurisdicciones locales dictar reglas incompatibles con las consagradas en aquellos códigos. Citan a continuación el precedente de esta Cámara, causa P-502-BB1 “Fisco c. Microcontrol S.R.L.” (sent. de 10-IX-2009), donde se hizo expresa aplicación de aquella doctrina legal.

Bajo tales parámetros, recuerdan que el art. 133 del Código Fiscal determina que, en el caso de las obligaciones cuya determinación se produzca sobre la base de declaraciones juradas de período fiscal anual –como ocurre con el Impuesto sobre los Ingresos Brutos-, la prescripción de la acción fiscal para determinar y exigir el pago del tributo, comenzará a correr el 1° de enero siguiente al año en que se produzca el vencimiento de los plazos generales para la presentación de declaraciones juradas e ingreso del gravamen, mientras que el art. 3956 del Código Civil indica que la prescripción de las acciones personales –lleven o no intereses- comienza a correr desde la fecha del título de la obligación.

Advierten –de la mera confrontación normativa- que el Código Fiscal de manera indirecta amplía el plazo de prescripción que debe computarse. Ello –a su entender- se reporta irrazonable y contraría directamente las previsiones del Código Civil y –por ende- los arts. 31 y 75 inc. 12º de la Constitución Nacional.

Explican que en el caso –donde se reclaman los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos- la prescripción de la acción debe computarse desde el mes siguiente inmediato al que venció la fecha de presentación y pago de cada anticipo en particular, y no como año calendario –tal como lo computó el a quo-.

Desde tal atalaya, declaman que, tomando como parámetro el último período reclamado -01/1998-, la prescripción quinquenal habría comenzado a correr para éste en el mes de marzo de 1998 (pues el anticipo de enero debe pagarse en febrero), prescribiendo –por tanto- el 1-03-2003, por lo que la supuesta causal de suspensión considerada por el sentenciante tampoco habría operado en relación a éste último, desde que la notificación de la Resolución Determinativa se produjo en el mes de septiembre de 2003, con lo cual mal pudo suspender la prescripción ya cumplida.

Sin perjuicio de lo anterior, estiman necesario tratar los demás argumentos de la sentencia con el fin de demostrar su yerro.

Así, recuerdan que el juzgador de grado consideró aplicable el art. 135 del Código Fiscal. Tal normativa dispone que el curso de la prescripción se suspenderá por un año desde la fecha de intimación administrativa de pago de tributos determinados –cierta o presuntivamente-, y seguidamente agrega que si mediare recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal –como ocurrió en la especie- la suspensión se prolongará hasta noventa (90) días después de notificada la sentencia pronunciada por dicho órgano. 

Presente la regla allí establecida, explican que la primera parte del artículo citado coincide con lo dispuesto por el art. 3986 última parte del Código Civil al contemplar como única causal de suspensión, por el término de un año y una sola vez, a la constitución en mora en forma auténtica, lo cual ha sido interpretado también como el acto de requerimiento de pago. Desde allí, sostienen, ninguna objeción cabe formular a su respecto. 

Empero –afirman-, no sucede lo mismo con la segunda parte de aquella norma [art. 135, Cód. Fiscal], por cuanto extiende el plazo prescriptivo hasta noventa (90) días después de dictada la resolución administrativa del Tribunal Fiscal, ampliando el término y generando una causal de suspensión diferente y en expresa contradicción a lo previsto por la ley fondal. Así, alongar el término o –si se quiere- establecer nuevas causales de suspensión implica –a su modo de ver- desconocer la manda constitucional que establece el art. 31 de la Carta Magna nacional.

Siguiendo tal razonamiento, estiman que aún comenzando el cómputo de la prescripción en los términos del art. 133 del Código Fiscal -para el período 01/1998- el 1 de enero de 2000 y considerando incluso la suspensión de un año generada por la notificación de la Resolución Determinativa, la deuda hubiera prescripto el 1 de enero de 2006, esto es, seis meses antes de la interposición de la demanda (30 de junio de 2006), lo que –afirman- demuestra el erróneo cálculo efectuado por el a quo.

Por otra parte, manifiestan que aún cuando se considere aplicable la dispensa prevista por el art. 3980 del Código Civil, ello no cambiaría la suerte adversa de la acción, “… pues la norma otorga la posibilidad de dar un plazo de gracia de 3 meses al acreedor perjudicado por la prescripción…”, y en el caso de autos, la resolución del Tribunal Fiscal fue notificada el 23-03-2006, por lo que el mentado plazo trimestral vencía el 23-06-2006 y la demanda fue interpuesta el 30-06-2006.

Por las razones expuestas, solicitan a esta Excma. Cámara que declare la inconstitucionalidad de los artículos del Código Fiscal cuestionados y, en consecuencia, se declaren prescriptos los períodos reclamados en los términos de los arts. 4027 inc. 3° y ccs. del Código Civil.

3. Las réplicas de los memoriales de agravios presentadas por el Fisco a fs. 142/150 y 151/159, con iguales o similares expresiones, contienen dos columnas argumentales: a) de un lado, la apoderada fiscal defiende la potestad legislativa de la Provincia de Buenos Aires en relación a la regulación de la prescripción de tributos locales; y b) subsidiariamente, para el caso de resolverse la cuestión aplicando la normativa civil, se explaya acerca de la interposición temporánea de la demanda ejecutiva.

a) En relación a su primer argumento manifiesta que las Provincias han delegado expresamente en la Nación la facultad de dictar los Códigos de fondo con la intención de que exista un régimen uniforme en materia de relaciones de derecho privado, mas no es legítimo deducir de ello la voluntad de éstas de aceptar limitaciones a su potestad impositiva.

En esta senda, recuerda que la Carta Magna provincial establece que la Provincia tiene el libre ejercicio de todos los poderes y derechos que por la Constitución Nacional no hayan sido delegados al Gobierno de la Nación (arts. 1 de la primera y 121 de la segunda). Así, se atribuye a la legislatura local la facultad de establecer impuestos y contribuciones (art. 103 inc. 1º).

Declama que así lo ha resuelto también la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa “Telefónica c. Municipalidad de Luján” (sent. de 18-VI-1997) cuando afirmó que las Provincias tienen la facultad de darse las leyes y ordenanzas de impuestos locales y, en general, todas las que juzguen conducentes a su bienestar y prosperidad sin más limitaciones que las enumeradas en el art. 126 de la Constitución Nacional, toda vez que, entre los derechos que constituyen la autonomía de las provincias, es primordial el de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención alguna de autoridad extraña.

Con todo, afirma que la indicación de los plazos de prescripción de impuestos locales por intermedio de las autoridades legislativas provinciales, por la naturaleza de la obligación, no se opone a la supremacía que el art. 31 de la Constitución Nacional confiere a las leyes de la Nación, ni vulnera ninguna de las garantías que reconoce la Carta Magna.

Postula que ningún sentido tendría el art. 122 de la Constitución Nacional, que establece que las provincias se dan sus propias institucionales locales y se rigen por ellas, si no contasen con los medios económicos suficientes para sustentar las erogaciones que el funcionamiento de esas instituciones requiere.

La naturaleza pública de la materia tributaria –afirma- es innegable, en la medida que los impuestos participan de la razón de ser del Estado, que recurre a ellos para tener con qué cumplir sus fines.

Entonces, limitar una parcela tan importante como es la fijación de plazos de prescripción tributaria constituye un grave e ilegal cercenamiento de los poderes inherentes a la Provincia de Buenos Aires, con afectación directa del sistema federal de gobierno adoptado por nuestro país en su organización institucional (art. 1 de la Constitución Nacional).

Insiste en que desde antaño el Máximo Tribunal local ha defendido la posibilidad de que el legislador bonaerense regule de modo independiente los plazos durante los cuales está vigente la potestad recaudatoria de ciertos tributos. En apoyatura a su afirmación citó –entre los casos más recientes- el precedente de la S.C.B.A., causa Ac. 81.520 “El Rincón de Torres”, sent. de 5-XI-2003, que en parte transcribe.

Seguidamente menciona que las reglas de prescripción contenidas en el Código Civil constituyen parte del derecho privado, naturaleza absolutamente disímil a la que regula la materia fiscal.

Considera que el instituto de la prescripción es específico del derecho administrativo local y no puede ser desplazado por normas de carácter general. Entiende que las normas generales sobre prescripción civil son de aplicación subsidiaria a falta de disposiciones expresas, desde que el Código Civil está destinado a regir relaciones de derecho privado y no las que se originan entre el Estado y sus gobernados cuando aquél obra como poder público en ejercicio de su soberanía e imperio. De esta forma –manifiesta-, quien tiene la facultad de crear la obligación está habilitado para regular su extinción.

Estima que el Código Civil pertenece a una órbita distinta que la del Código Fiscal, puesto que el derecho tributario es autónomo y se enmarca en el derecho público, por lo tanto mal puede pretenderse que una institución regulada de forma general y dentro del ámbito del derecho privado pueda y deba ser aplicada por la Provincia de Buenos Aires en la regulación de una materia que le es propia y exclusiva.

Manifiesta que es dable observar claramente un doble orden jurídico: el de derecho privado al que se dirigen las pautas del digesto de Vélez y el de derecho público tributario que requiere reglas legales especiales dictadas a ese efecto por cada una de las órbitas estatales que conviven dentro del sistema federal argentino. Cita, en apoyo de sus dichos, jurisprudencia del Tribunal Superior de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en la causa “Sociedad Italiana de Beneficencia” (sent. de 17-XI-2003), que en parte transcribe.

Por los motivos expuestos, estima demostrada la inaplicabilidad del Código Civil en materia de derecho público tributario local, en tanto trátase de una potestad no delegada por las provincias al Gobierno federal. 

Refiere, finalmente, que la prescripción puede ser regulada tanto por la legislación de fondo como por la legislación local, toda vez que la naturaleza, el objeto, los sujetos y las instituciones del derecho privado y del derecho público son absolutamente disímiles.

b) Sin perjuicio de todo lo anterior, y para el caso en que se estimaran aplicables las reglas de prescripción del Código Civil, el Fisco postula que la acción ejecutiva fue ejercida dentro del plazo legal.

Expresa que, tal como lo expusiera en su recurso de apelación contra la sentencia de trance y remate, el juez de grado ha soslayado una circunstancia de absoluta gravitación en el caso, cual es que las constancias administrativas dan cuenta de que los ejecutados han reconocido la deuda reclamada, interrumpiéndose de tal modo el cómputo del plazo prescriptivo [art. 3989 del Código Civil].

Así, describe que: 1) tanto en la nota agregada a fs. 434 del expediente administrativo como en la fs. 44 punto 15 de dichas actuaciones se registra el acogimiento al mentado “Régimen de Consolidación de Deudas Ley 12.397”, así como también figuran los períodos de deudas incluidos en la moratoria; 2) a fs. 45/46 obra constancia del plan de pago en treinta y seis (36) cuotas (de $ 1.336,40 cada una) al que se acogieron los accionados, así como los pagos realizados, constancias que vuelven a aparecer a fs. 204 y 205; 3) la propia Resolución Determinativa (de fecha 25-07-2003) hace referencia a que el reconocimiento de deuda derivado de dicho plan de pagos implica la interrupción de la prescripción; 4) a fs. 425/429 aparecen nuevamente las constancias informáticas referidas al acogimiento al plan de pagos de la ley 12.397; 5) a fs. 190 la propia parte demandada reconoció en su escrito de descargo contra la Resolución A-199 –de inicio del procedimiento determinativo y sumarial- haberse acogido al plan de pagos señalado (escrito presentado por el Sr. Alfredo Carlos Ramiro, por sí y como socio gerente de Ramiro Hnos. S.R.L.), reconocimiento reiterado a fs. 191.

Postula, de tal modo, que dado que el acogimiento denunciado se produjo el 24-07-2000, ninguno de los períodos se encontraba prescripto a esa fecha, en tanto el efecto propio de aquél implica un reconocimiento de deuda que interrumpe la prescripción, comenzando a correr un nuevo plazo quinquenal. 

Manifiesta que, luego de ello, el plazo –también- se vio suspendido por efecto de la notificación de la Resolución Determinativa en el año 2003 (2-09-2003) y la consecuente apelación de los ejecutados ante el Tribunal Fiscal, suspensión que operó hasta el año 2006, en el cual se inició el apremio.

Afirma que ello deriva del propio Código Civil, en cuanto dispone en su art. 3986 segundo párrafo que la constitución en mora del deudor suspende la prescripción por un año, lo que ocurrió -en la especie- con la notificación de la mentada Resolución Determinativa del impuesto.

Además, pregona que también resulta aplicable el art. 3980 del Código Civil, ya que mientras se sustanció el recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal, existió una imposibilidad de ejercer la acción, empero, dentro de los tres meses que prevé el artículo se intimó al contribuyente al pago de lo adeudado bajo apercibimiento de iniciar el apremio, y ante el silencio de los coaccionados se procedió a emitir el título ejecutivo y se inició el presente proceso.

Entiende que todas estas razones demuestran cabalmente que el Fisco ejerció en todo momento sus derechos como acreedor, dentro de los plazos legales y demostrando permanentemente su intención de perseguir el cobro de los tributos adeudados. Tal actitud no puede soslayarse so pena de recaer en una injusta decisión que lo privaría del merecido reconocimiento de sus derechos al cobro.

Finalmente peticiona que se rechacen los recursos interpuestos por su contraria, con expresa imposición de costas.

II. Estimo que los recursos deducidos por los accionados a fs. 120/125 y 126/134 merecen favorable acogida.

Una lectura integral de la sentencia de grado, de los mentados recursos de apelación y de sus réplicas me permiten sostener que esta Alzada está llamada a resolver –en esta primera cuestión- la procedencia o improcedencia de la defensa de prescripción opuesta por Ramiro Hermanos S.R.L., Carlos Alfredo Ramiro y Flora Leonor Colman en relación a los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos correspondiente a los períodos 01 a 08 y 11/1997 y 01/1998, a la luz de la normativa que resulte aplicable a la especie.

(a). A modo de síntesis, y conforme he descrito en los antecedentes de la causa, debo referir que los ejecutados no han cuestionado el plazo quinquenal de prescripción de la acción fiscal para reclamar la cancelación de tributos, sino que se agravian sólo en relación al modo como este plazo fue computado por el a quo. Y ello por cuanto -a su razonar- los arts. 133 y 135 del Código Fiscal establecen un dies a quo y reglas de suspensión del cómputo de la prescripción en contravención con las directrices emanadas del Código Civil, y –por ende- contrariando lo dispuesto por los arts. 31 y 75 inc. 12º de la Constitución nacional.

Frente a tales afirmaciones, el Fisco ha defendido la posibilidad de que el legislador bonaerense regule de modo independiente los plazos durante los cuales está vigente la potestad recaudatoria de ciertos tributos y –en consecuencia- pregonó la aplicación del Código Fiscal, sosteniendo -a todo evento- que aún aplicando las reglas del Código Civil el crédito fiscal no se encontraba prescripto.

(b). La respuesta a estos postulados ya ha sido vertida por este Tribunal al dictar sentencia en las causas P-502-BB1 “Fisco c. Microcontrol S.R.L.”, (sent. de 10-IX-2009); P-623-MP1 “Fisco c. Petit Four S.A.” (sent. de 14-X-2009), entre otras. Allí, se dijo que la Corte Suprema de Justicia de la Nación en las causas “Filcrosa S.A.” (Fallos 326:3899, sent. 30-IX-2003); “Casa Casmma S.R.L.” (Fallos 332:616, sent. de 26-III-2009) y la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires en la causa C. 81.253 “Cooperativa Provisión de Almaceneros Minoristas de Punta Alta” (sent. de 30-V-2007 –recientemente reiterado en las causas Ac. 99.094 “Fadra S.R.L. y otros” y Ac. 102.213 “Escudero”, ambas con sentencia del 14-VII-2010-), habían reconocido que en virtud de lo normado por el art. 75 inc. 12º de la Constitución Nacional era potestad del legislador nacional –al dictar los códigos de fondo- regular los aspectos sustanciales del régimen general de las obligaciones y –en consecuencia- sus modos de extinción, estando vedado a las jurisdicciones locales dictar reglas incompatibles con las consagradas en aquellos códigos.

Al no mediar motivo alguno para que en la actualidad deba apartarme de la doctrina allí sentada, queda claro que es el Estado Nacional quien ostenta la potestad de regular lo concerniente al vínculo obligacional entre acreedores y deudores (art. 75 inc. 12º de la Constitución Nacional), siendo la fijación del plazo de prescripción de las obligaciones, el modo de computarlo y las causales de suspensión e interrupción –entre otros aspectos- facetas diversas de aquella misma facultad, por lo que, conforme la regla de jerarquía normativa establecida en el art. 31 de la Constitución Nacional, los Estados provinciales deben adecuar su regulación a las pautas establecidas en el Código Civil.

En esta línea argumental, y atendiendo especialmente a los antecedentes jurisprudenciales que el Fisco citó en su contestación de agravios, no olvido que aquel desarrollo doctrinario judicial –referido en los párrafos precedentes- es de obligatorio acatamiento para los tribunales inferiores [cfr. doct. C.S.J.N. in re “Casa Casmma”, op. citada], especialmente cuando dicha construcción pretoriana fue expresamente invocada por el apelante y se mantiene a la fecha inalterable [cfr. C.S.J.N. in re “Municipalidad de Resistencia c. Lubricom S.R.L. s. Ejecución Fiscal”, Fallos 332:2108, sent. de 8-IX-2009].

(c). Con lo dicho queda claro que para resolver la cuestión planteada [esto es, si los períodos impugnados por los apelantes están –o no- prescriptos], ésta debe ser analizada a la luz de las normas del Código Civil que regulan el mentado instituto de la prescripción. Para ello es menester determinar si –en la especie- las normas del Código Fiscal cuya validez cuestionan los recurrentes, resultan o no compatibles con las directrices que emanan del Código Civil, en los términos de jerarquía normativa que impone el art. 31 de la Constitución Nacional.

(d). Al no mediar controversia en torno al plazo quinquenal de la prescripción, deviene ineludible determinar liminarmente el dies a quo, y –asimismo- si en la especie concurren –o no- causales de suspensión o interrupción del plazo prescriptivo.

A fin de establecer el primer aspecto enunciado es menester recordar que el Código Civil establece en el art. 3956 que “La prescripción de las acciones personales, lleven o no intereses, comienza a correr desde la fecha del título de la obligación”.
Por su parte, el art. 120 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 133 en el t.o. 2004- prescribe que “Los términos de prescripción de las acciones y poderes de la Autoridad de Aplicación, para determinar y exigir el pago de las obligaciones fiscales regidas por este Código, comenzarán a correr desde el 1° de enero siguiente al año al cual se refieren las obligaciones, excepto para las obligaciones cuya determinación se produzca sobre la base de declaraciones juradas de periodo fiscal anual, en cuyo caso tales términos de prescripción comenzarán a correr desde el 1° de enero siguiente al año que se produzca el vencimiento de los plazos generales para la presentación de declaraciones juradas e ingresos del gravamen” [subrayado agregado].

Este último supuesto parece direccionarse al Impuesto sobre los Ingresos Brutos, donde el período fiscal es el año calendario [conf. art. 168 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 182 en t.o. 2004-].

Contrapuestas ambas normas –la del Código Civil y la del Código Fiscal- queda a la vista que el legislador provincial amplió indebidamente –a través de la fijación del punto de inicio del cómputo- el plazo prescriptivo de cada ejercicio fiscal al menos en un año, si sólo consideramos que las declaraciones juradas anuales se realizan en el año calendario siguiente al del ejercicio gravado.

No otra conclusión podría extraerse, si idéntica contraposición se efectúa respecto del precepto fiscal que regula el pago de anticipos con la normativa civil. Es que, cada anticipo del Impuesto sobre los Ingresos Brutos –mensual o bimestral de acuerdo a la categoría del contribuyente- es exigible individualmente al mes siguiente de su vencimiento [conf. art. 169 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 183 en t.o. 2004-], por lo que el cómputo de la prescripción de cada uno de ellos debe comenzar a regir a partir del momento de su exigibilidad (art. 3956 del Código Civil).

Entonces, sin dejar de tener presente que la invalidación constitucional de una norma resulta ser la última ratio del orden jurídico (cfr. C.S.J.N. Fallos 285:322; 312:435, 314:407, 326:2692, 327:831, entre otros) entiendo que la declaración de inconstitucionalidad del art. 120 del Código Fiscal -t.o. 1999- [actual art. 133 en t.o. 2004] –en la especie- se impone, al importar un apartamiento palmario de lo reglado por el art. 3956 del Código Civil (cfr. art. 31 de la Constitución Nacional).

(e). Definido así el dies a quo, resulta necesario -para resolver la apelación en estudio- establecer si el período fiscal 01/1998 [último de los impugnados por los apelantes], resultaba –o no- exigible al momento de la interposición de la demanda [promovida el 30-06-2006], en tanto tal determinación habrá de proyectarse sobre los períodos anteriores reclamados.

Teniendo presente que el plazo de prescripción es el de cinco (5) años [art. 4027 inc. 3º del Código Civil], contados desde la fecha en que la obligación tributaria reclamada se tornó exigible [art. 3956 del Código Civil], es necesario determinar –a tenor de lo denunciado por el Fisco en su réplica de agravios- si han mediado en la especie actos interruptivos o suspensivos del curso de la prescripción.

Para establecer tales extremos, debe tenerse presente lo prescripto por el art. 3986 del Código Civil, en torno a que la interrupción de la prescripción se produce con la interposición de la demanda judicial; mientras que la suspensión acaece –una única vez y por el término de un año o el menor término que pudiera corresponderle a la acción- cuando se constituye en mora al deudor de forma auténtica. Esto último no significa que el acto de intimación que se practique deba estar revestido de solemnidades específicas sino que importe la interpelación efectiva al deudor por medio de un acto que no ofrece dudas acerca de la veracidad del reclamo y la oportunidad de su realización (cfr. doct. C.S.J.N. causa C.3491.XLII “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c. San Juan, Provincia de s. Ejecución Fiscal”, res. de 6-V-2008).

i). Teniendo ello presente –como así también los períodos consignados en el título ejecutivo de fs. 8/9 y aquí cuestionados [01 a 08 y 11 de 1997 y 01 de 1998]-, no encuentro que se configure en autos el acto de interrupción regulado por el art. 3986 1er. párrafo del Código Civil, en la medida que el crédito fiscal fue reclamado judicialmente con la interposición de la presente demanda el 30-06-2006 [cfr. cargo de la Receptoría General de Expedientes de fs. 11 vta.].
Ahora bien, el Fisco ha propugnado la aplicación del art. 3989 del Código Civil en atención a que el deudor habría reconocido expresamente la deuda aquí reclamada al acogerse al plan de moratoria establecido por la ley 12.397. De esto último –denunció- daría cuenta el expediente administrativo N° 2306-386060/01 donde se tramitó la determinación de oficio que diera origen a la cartular en ejecución.

Recuerdo en este punto que, si bien a efectos de aplicar la normativa fiscal, el juez de grado descartó tal argumento por cuanto -en su entendimiento- no existían constancias de la suscripción al mentado plan de pagos por parte de los ejecutados.

Con tal cuadro fáctico, encuentro necesario analizar las constancias administrativas acollaradas [expte. admt. Nº 2306-386060/01].
En tal faena, es útil mencionar que: 1) el 10-06-2001 se da curso al pedido de verificación y orden de inspección del contribuyente Ramiro Hermanos S.R.L. [cfr. fs. 1]; 2) el 14-11-2000 se requiere información al contribuyente [cfr. fs. 2 del Alcance 1]; 3) el 21-11-2000 el Sr. Alfredo Carlos Ramiro –en su calidad de socio gerente de la firma Ramiro Hermanos S.R.L.- cumplió con el requerimiento efectuado entregando frondosa documentación que obraba en su poder [cfr. fs. 3, Alcance 1]; 4) a fs. 39/43 del expte. principal constan en copia títulos ejecutivos con la deuda original del contribuyente por los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos de los períodos 09 y 10 de 1996, 01, 02, 03, 04, 06, 09 y 10 de 1997; 5) a fs. 44/46 del expte. principal -mediante copia informática- se detalla el acogimiento al régimen de consolidación de deudas ley 12.397, así como también la cancelación de cuatro cuotas por parte del contribuyente [información reiterada a fs. 425/429]; 6) a fs. 142/160 del expte. principal consta la vista de las diferencias corrida al contribuyente. Las planillas de fiscalización y ajuste impositivo entregadas al deudor describen, para los períodos 09 y 10 de 1996 y 01, 02, 03, 04, 06, 09, 10 y 12 de 1997, el cómputo de los pagos realizados en el marco del plan de regularización de deuda ley 12.397; 7) a fs. 165/167 la contadora María Cecilia Todisco –inspectora- y el contador Juan Carlos Cassino –Jefe de Comisión Región VI M.D.P. de la Dirección de Fiscalización- realizan un relevamiento de los antecedentes de la fiscalización efectuada, dando cuenta –en lo que aquí interesa- que la firma se había acogido al plan de regularización de deuda ley 12.397, incorporando los períodos 09 y 10/1996, 01 a 04, 06, 09, 10 y 12/1997, y 22/2222 por una deuda histórica del $ 31.050,80 a cancelar en 36 cuotas de $ 1.336,40 cada una. Asimismo, denuncian que existe constancia de pago de las primeras cuatro (4) cuotas, por lo que el plan se encontraba decaído, generándose el expediente N° 2306-386208/01 [v. especialmente fs. 165 vta./166]. Finalmente, explican que luego de determinar sobre base presunta los ingresos gravados le aplicaron la alícuota de 3.4% (correspondiente a la actividad de venta de combustibles líquidos, en la que el contribuyente se encontraba inscripto), tomándose en cuenta los pagos directos que figuraban en la base de datos (10/97), computando además las retenciones declaradas en dicha declaración jurada mensual y lo consolidado en el plan de regularización Ley 12.397 [v. fs. 166 vta./167]; 8) a fs. 174/178 consta la Resolución A 099 –de fecha 24-04-2002- de inicio del procedimiento determinativo y sumarial en relación al Impuesto sobre los Ingresos Brutos por los períodos fiscales 1996 (enero a diciembre), 1997 (enero a diciembre) y 1998 (enero). En sus “considerandos” se describe el acogimiento por parte del contribuyente a los beneficios de la ley 12.397 incluyendo los periodos 09 y 10/1996, 01 a 04, 06, 09, 10 y 12/1997, dejando constancia que los importes allí regularizados fueron imputados como pagados en las planillas de liquidación respectivas. Luego de un minucioso detalle del modo como fueron obtenidos los datos de los ingresos gravados, se describe que como resultado de la fiscalización realizada se desprendía que la firma no había declarado e ingresado los importes que le correspondía tributar en concepto de anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos por los períodos 01 a 08, 11 y 12/1996; 05, 08 y 11/1997, y 01/1998; y que no había declarado pero ingresado un importe menor, por los períodos 09 y 10/1996, y 01 a 04, 06 y 07/1997 [v. fs. 176 vta.]; 9) a fs. 190/200 consta el descargo realizado por el Sr. Alfredo Carlos Ramiro, por sí y en su carácter de socio gerente de Ramiro Hnos. S.R.L., donde expresamente manifiesta que el Fisco no se encontraba habilitado para determinar el impuesto sobre base presunta por cuanto se había acogido al plan de regularización ley 12.397 consolidando su deuda al 31-12-1999 con intereses al 30-06-2000. Expresa que ello agotó las facultades fiscales de determinación del tributo, desde que la Resolución N° 1/030450024153 fijó tanto los períodos adeudados como el monto de la deuda al 20-07-2000, encontrándose dicho acto firme y consentido. Acompañó con tal presentación la resolución denunciada donde se describen los períodos incluidos [v. fs. 199], así como también una certificación de acuerdo de pago emitida por la Fiscalía de Estado en el marco del juicio Nº 514.994 iniciado el 14-11-1997 contra Ramiro Hnos. S.R.L., título ejecutivo Nº 21.699 [v. fs. 195/196]; 10) a fs. 225/236 obra la Resolución Determinativa de Oficio N° 196/2003 (de fecha 25-07-2003) donde la Administración nuevamente denuncia que el administrado no había declarado e ingresado los importes que le correspondía tributar en concepto de anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos por los períodos 01 a 08, 11 y 12/1996; 05, 08 y 11/1997, y 01/1998, y que no había declarado pero ingresado un importe menor, por los períodos 10/1996; 01 a 04, 06 y 07/1997 [v. fs. 230 vta.], disponiendo luego en el art. 2 de la mentada resolución que las diferencias establecidas a favor de la Dirección Provincial de Rentas eran conforme a los argumentos volcados en sus considerandos, en concordancia con la actividad, ingresos, base imponible, alícuotas, pagos y demás consideraciones referentes a su tratamiento tributario reflejadas en las planillas de liquidación y anexas, describiendo seguidamente que las diferencias son: por el período enero a diciembre de 1996 la suma de $ 74.080,15; por el período enero a diciembre de 1997 la suma de $ 76.934,12 y por el período enero de 1998 la suma de $ 741,95, arrojando un monto total de $ 151.756,22 con más los accesorios establecidos por el art. 75 del Código Fiscal –t.o. 1999- [v. fs. 235]; 11) a fs. 318/325 y 324/333 constan sendos recursos de apelación ante el Tribunal Fiscal incoados por la contribuyente y sus declarados responsables solidarios contra la Resolución Determinativa Nº 196/03, en los que –básicamente- se denuncia la imposibilidad de la Administración de determinar los anticipos exigidos en atención al acogimiento a la moratoria establecida por la ley 12.397; 12) a fs. 434 la Dra. Alfonsina Nazarre Cardoso -Departamento de Apremios- y el Contador Gastón Chauviel -Director de Contencioso Fiscal de la Dirección Provincial de Rentas- emitieron la nota N° 76 DA donde expresan que no existe duplicidad de deuda con relación a los períodos 09 y 10/1996 y 01 a 04, 06, 09, 10 y 12/1997 por el acogimiento al régimen de regularización de deuda ley 12.397, por cuanto tal acogimiento se produjo el día 24-07-2000 y las sumas incorporadas en dicho plan fueron tenidas en cuenta al momento de dictarse la resolución determinativa 196/03, conforme se desprende de los formularios 222 obrante a fs. 151/158. En atención a ello, manifestaron que la deuda ejecutada mediante el Título Ejecutivo N° 258.399 no se encontraba prescripta a la luz de lo establecido en la ley 12.397 que dispuso la novación de todas las obligaciones tributarias no prescriptas al 1 de enero de 2000, comenzando a correr desde entonces un nuevo plazo quinquenal de la acción.

Descripta la tramitación administrativa, no caben dudas de que el contribuyente hubo convenido con la Administración la inclusión de los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos correspondientes a los períodos 09 y 10/1996, y 01 a 04, 06, 09, 10 y 12/1997 en la moratoria regulada por la ley 12.397 [cfr. fs. 44/46 y 426/429 del expte. admt.]; empero, a diferencia de lo propugnado por el Fisco, no encuentro que tal acto haya provocado la interrupción de la prescripción de la acción que aquí se ventila.
Y ello por cuanto en la Resolución Determinativa N° 196/03 [obrante a fs. 225/236 del expediente administrativo] el propio Ente Recaudador, luego de describir que la firma se había acogido a los beneficios de la ley 12.397 incluyendo los anticipos correspondientes a los períodos 09 y 10/1996, y 01 a 04, 06, 09, 10 y 12/1997 y que los importes allí regularizados habían sido imputados como pagados en las planillas de liquidación respectivas, expresó que existían diferencias de impuestos sin conformar siendo necesario recurrir a la vía de la determinación de oficio prevista en el art. 89 del Código Fiscal [resaltado agregado]. De tal expresión no puede sino deducirse que en dicho acto administrativo, el Fisco ha determinando, sobre base presunta y conforme la documentación aportada por terceros, la magnitud del hecho imponible realizado por el contribuyente en los períodos fiscalizados, computando para cada uno de los anticipos incluidos en la moratoria fiscal Ley 12.397, los pagos realizados por el administrado como a cuenta de la deuda finalmente estimada por el organismo recaudador por cada uno de los anticipos de los períodos fiscales 1996, 1997 y 1998.

Refuerza tal convicción lo dicho por la Administración en oportunidad de replicar el argumento del contribuyente referido a que el acogimiento al régimen de regularización de la Ley 12.397 había consolidado la deuda al 31-12-1999 impidiéndole al Fisco modificar o ajustar de oficio los montos determinados por los períodos anteriores. Allí la Autoridad Recaudadora refirió que los arts. 48, 49, 50 y 51 de la mentada ley dejaban reservada la potestad de la Autoridad de Aplicación de verificar y determinar la real situación del contribuyente [v. fs. 227 vta.].

De lo expuesto surge sin hesitación que en la Resolución Determinativa N° 196/2003 [que originó el título ejecutado en autos] la Administración estimó la deuda del contribuyente por los períodos fiscales 1996, 1997 y 1998. Así, al establecer la base imponible que le arrojaba la información obtenida de terceros –calculada conforme las pautas previstas en el Código Fiscal-, para los anticipos no incluidos en el plan de moratoria [estos son: 01 a 08, 11 y 12/1996; 05, 07, 08, 11/ 1997; y 01/1998] tuvo en cuenta las retenciones sufridas por el administrado, mientras que en aquellos períodos que sí lo estaban [10/1996 y 01 a 04 y 06/1997] le descontó las retenciones que había sufrido el contribuyente y también los pagos efectuados en el marco de la regularización de deuda acordada.
Con todo –y sin que con ello esté meritando las facultades de la Administración de recalcular la obligación de un contribuyente por períodos incorporados a un plan de pagos por no ser ello parte de los agravios traídos a conocimiento de esta Alzada-, concluyo que en autos, no ha mediado –por parte de los ejecutados- acto de reconocimiento de la deuda por los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos determinados en la Resolución Nº 196/03 y que hoy se reclaman por el presente apremio.

ii. Descartada entonces la presencia de algún acto interruptivo de la prescripción, resta examinar si –en la especie- ha existido algún acto con virtualidad suficiente como para ser considerado suspensivo del plazo prescriptivo en los términos que indica el art. 3986 2do. párrafo del Código Civil.

Observo -en tal sentido- que la notificación de la Resolución de Determinación de deuda N° 196/03 (obrante a fs. 225/236 y formularios de fs. 310/317) resulta ser un acto susceptible de producir la mentada suspensión, en tanto importa la intimación administrativa de pago. Ello así porque el propio Código Fiscal autoriza a la Administración a instar la verificación de la existencia de créditos sobre base cierta o sobre base presunta (arts. 37 y 38 del Cód. Fiscal –t.o. 1999-; arts. 38 y 39 del t.o. 2004), estableciendo –además- el modo en que aquélla deberá ser realizada y puntualizando que la determinación administrativa de liquidación sólo compete a la Autoridad de Aplicación (art. 39 de la ley fiscal citada –t.o. 1999-; art. 40 del t.o. 2004). A su turno, el art. 72 de dicho cuerpo normativo –t.o. 1999- (art. 83 del t.o. 2004) prescribe que el pago de gravámenes por parte del contribuyente o responsable deberá ser realizado en el plazo de quince (15) días de notificado de la resolución determinativa, esbozándose con ello, que es este acto el que pone al contribuyente en la obligación de cancelar el crédito y determina en forma auténtica la extensión de la obligación que el Fisco se considera con derecho a percibir (v. articulado de la resolución determinativa).

Presente ello y lo antes expuesto sobre la prevalencia de la legislación civil en la materia, bien vale recordar que el período 01/1998 (último reclamado en el título base de la acción) se tornó exigible en el mes de febrero de 1998 –por tratarse de contribuyente mensual- [art. 169 del Código Fiscal –t.o. 1999-; art. 183 del t.o. 2004], por lo que la acción fiscal para reclamar su cobro fenecía en el mes de febrero de 2003 [arts. 3956 y 4027 inc. 3° del Código Civil]. Confrontando tal fecha con la de notificación de la Resolución Determinativa, esto es 2 de septiembre de 2003 (cfr. actas de notificación de fs. 310/317 del expediente administrativo N° 2306-386060/01), encuentro que para esta oportunidad ya se había extinguido la facultad de la Administración de reclamar el crédito adeudado. En consecuencia, la intimación cursada carece de virtualidad para suspender un plazo que, a la postre, ya se había consumido en su totalidad.

Con tal piso de marcha, los agravios expresados por los ejecutados en su libelo recursivo en torno a la inconstitucionalidad del art. 122 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 135 en t.o. 2004- no requieren de tratamiento, al no resultar dicha norma aplicable a la especie.

(f). Finalmente, cabe colegir que si al momento en que el Fisco provincial intentó intimar al contribuyente a la cancelación de su deuda, su acción ya estaba prescripta en relación al último anticipo reclamado, igual suerte debe darse a los anticipos correspondientes al año fiscal 1997 –que también constituyen materia de agravio en los recursos en tratamiento-. Desde tal atalaya, no puedo sino concluir que en oportunidad de presentarse el escrito de demanda ejecutiva [30-06-2006] ya había transcurrido con holgura el plazo prescriptivo de la acción [arts. 3956 y 4027 inc. 3º del Código Civil].

III. En consecuencia, y si mi voto es compartido, he de proponer al Acuerdo hacer lugar a los recursos de apelación interpuestos por los ejecutados a fs. 120/125 y 126/134, declarando la inconstitucionalidad del art. 120  del Código Fiscal –t.o. 1999- [art. 133 del t.o. 2004], –en cuanto prevé un modo de computar el plazo de prescripción que colisiona con lo normado por el art. 3956 del Código Civil [arts. 31, 75 inc. 12º y ccdtes. de la Constitución Nacional]-, revocando parcialmente la sentencia apelada –en lo que fue materia de agravios- y acogiendo la excepción de prescripción opuesta por los ejecutados en relación al Impuesto sobre los Ingresos Brutos por los períodos 01 a 08 y 11/1997 y 01/1998, incluidos en el Título Ejecutivo N° 258.399 [arts. 3956, 4027 inc. 3° y ccdtes. del Código Civil; art. 9 inc. e) de la ley 13.406].

Voto a la primera cuestión planteada por la afirmativa.

Los señores Jueces doctores Riccitelli y Mora, con igual alcance y por idénticos fundamentos a los brindados por la señora Juez doctora Sardo, votan a la primera cuestión por la afirmativa.

A la segunda cuestión planteada, la señora Juez doctora Sardo dijo:

I.1. En lo que aquí interesa, cabe recordar que el a quo dictó sentencia haciendo lugar parcialmente a la excepción de prescripción opuesta por los demandados [Ramiro Hermanos S.R.L.; Flora Leonor Colman y Carlos Alfredo Ramiro] y, en consecuencia, rechazó la ejecución promovida por el Fisco en orden a los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos correspondientes al año 1996 y a la multa por omisión en el pago del tributo plasmados en el título N° 258.399, ejecutado en autos.

En cuanto a los fundamentos expresados por el sentenciante de grado para arribar a tal decisión, me remito –por razones de brevedad- a lo reseñado en el apartado I punto 1 de la primera cuestión abordada por este Tribunal.

2. El recurso de apelación deducido por el Fisco pretende la revocación de la sentencia en la parcela que rechazó la ejecución de los anticipos correspondientes al período fiscal 1996 y la multa por omisión aplicada.

a). En relación a la prescripción de los anticipos del año 1996, alega que el juzgador de grado erró en la apreciación de las constancias probatorias a los fines de meritar las causales de interrupción y suspensión del plazo prescriptivo invocadas por su parte. 

Es que –a criterio del recurrente-, en el expediente administrativo existen numerosos actos que dan cuenta del acogimiento de los ejecutados al régimen de consolidación de deuda establecido por la ley 12.397.

En tal senda, y reiterando lo señalado en el escrito de réplica de las excepciones, describió que: 1) a fs. 44 del expediente administrativo en el punto 15 se registra el acogimiento al mentado régimen de consolidación de deuda, así como también figuran los períodos de deudas incluidos en la moratoria; 2) a fs. 45/46 obra constancia del plan de cuotas acogido, así como los pagos realizados; 3) la propia Resolución Determinativa de fecha 25-07-2003 hace referencia al reconocimiento de deuda derivado del acogimiento a dicha moratoria por parte de los contribuyentes, a efectos de interrumpir el cómputo del plazo prescriptivo; 4) a fs. 425/429 aparecen nuevamente las constancias informáticas referidas a la suscripción del plan de pagos de la ley 12.397; 5) a fs. 190 obra el escrito de descargo presentado por los propios ejecutados donde reconocieron que se habían acogido a la moratoria, reconocimiento reiterado a fs. 191.

Con ello –estima- queda claro que el a quo pasó por alto numerosas constancias informáticas, así como también declaraciones de los propios ejecutados que acreditarían los dichos de su parte.

Entonces –concluyó- dado que el acogimiento al plan de pagos se produjo el 24-07-2000, ninguno de los períodos se encontraba prescripto a esa fecha. Es que, aquel acogimiento a moratoria en los términos de la ley 12.397 implicó el reconocimiento de la deuda, hecho que interrumpe la prescripción, comenzando a correr un nuevo plazo quinquenal. Luego, agregó, por efecto de la notificación de la Resolución Determinativa del año 2003 [2-09-2003] y la consecuente apelación ante el Tribunal Fiscal provincial, el plazo se suspendió hasta el año 2006, en el cual se inició el apremio.

b). En punto separado se refiere a la declaración de prescripción de la multa reclamada.

Señala que es incorrecto el razonamiento del a quo en cuanto entendió que “es razonable y corresponde que el inicio del cómputo del plazo de la prescripción se produzca a partir del momento en que la misma se configuró”.

Manifiesta que, a diferencia de lo sostenido por el sentenciante de grado, conforme el art. 133 del Código Fiscal, el plazo de prescripción de las infracciones comienza a correr desde el 1° de enero siguiente al año en que haya tenido lugar la violación de los deberes formales o materiales legalmente considerados como hecho u omisión punible. 

En ese lineamiento, indica también que el art. 134 penúltimo párrafo de la ley 10.397 claramente regula que la prescripción de la acción para aplicar multas o para hacerlas efectivas se interrumpirá por la comisión de nuevas infracciones, en cuyo caso el nuevo término de prescripción comenzará a correr el 1° de enero siguiente al año en que tuvo lugar el hecho o la omisión punible.

En base a lo expuesto concluye que, al momento del inicio de la ejecución, la multa se encontraba plenamente vigente, desde que –en relación al período más antiguo- su plazo prescriptivo comenzó a correr el 1-01-1997, habiéndose interrumpido, en primer lugar, por la comisión de nuevas infracciones (nuevas omisiones en el pago de los períodos posteriores que se reclaman), y luego, por el reconocimiento de la deuda mediante el acogimiento al plan de pagos establecidos por la ley 12.397, viéndose –a su vez- el último plazo prescriptivo suspendido por la notificación de la resolución determinativa y la posterior interposición del recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal, habiéndose iniciado el apremio antes de que opere la prescripción.

Peticionó que –oportunamente- se revoque la sentencia en la parcela apelada, mandando llevar adelante la ejecución por el segmento impugnado, y se impongan las costas a los ejecutados.

3. Con idénticos o similares argumentos, en las réplicas del memorial de agravios obrantes a fs. 137/138 y 139/140 los ejecutados responden los argumentos del Fisco.

Así, intentan demostrar –primeramente- la ausencia de comprobación del supuesto acogimiento al régimen de regularización de deuda Ley 12.397.

Coinciden con lo sostenido por el a quo en relación a que en el expediente administrativo no hay constancia alguna de la suscripción a la moratoria denunciada. Asimismo, remarcan que los anticipos de Impuesto sobre los Ingresos Brutos aparecen reclamados individualmente a valores originarios y no como consecuencia de la caducidad de un régimen de regularización, para lo cual –además- debió existir un acto administrativo que así lo disponga, lo que en el caso no ha sido siquiera invocado.

Entienden que los argumentos fiscales han sido tratados y resueltos por el juez de grado, debiendo por ende rechazarse el recurso de apelación.

En torno al cuestionamiento de la declaración de prescripción de la multa por omisión aplicada, señalan que -tal como lo refiriera el juzgador de grado en su sentencia-, es razonable que su fecha de prescripción comience a computarse desde el momento en que se cometió la supuesta infracción y no como lo pretende el Fisco.

Asimismo, y de modo subsidiario, recuerdan que –como lo señalaron en su escrito de oposición de excepciones- la naturaleza penal de la infracción provoca la aplicación de las reglas prescriptivas contenidas en el Código Penal.

Solicitan -por lo dicho- que se rechace el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, con costas.

II. Estimo que el recurso no puede prosperar.

(a). En primer lugar, advierto que los fundamentos plasmados –y votados- al tratar la primera cuestión planteada, en orden a la prescripción de los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos reclamados del año 1997 y 01 de 1998, resultan plenamente trasladables al cuestionamiento aquí formulado por el Fisco respecto de los anticipos correspondientes al año 1996 -consignados en el título ejecutivo de fs. 8/9 y cuya ejecución fuera rechazada por el juez de grado-.

Es que, habiendo allí determinado esta Alzada –mediante el exhaustivo análisis efectuado- el dies a quo y el modo de computar el plazo prescriptivo, y descartado las causales de interrupción y suspensión de la prescripción invocadas por la parte actora en relación a los períodos más recientes, con mayor razón cabe propiciar similar solución para los anticipos más antiguos, sellando con ello la suerte adversa del recurso intentado en esta parcela. 

De tal modo, considero que corresponde desestimar los agravios esbozados por el Fisco –de similar tenor a los expresados en sus réplicas de fs. 142/150 y 151/159- en relación a la exigibilidad de los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos del período fiscal 1996.

(b). Ahora bien, la apoderada fiscal también se agravia de la declaración de prescripción de la multa por omisión de pago de impuestos reclamada en el título en ejecución.

i. Para sostener la interposición temporánea de la acción la Administración Fiscal alega que el sentenciante de grado ha considerado un dies a quo contrario a lo indicado por la ley 10.397 –t.o. 2004-. En esta senda, pone de manifiesto que: 1) conforme lo establecido por el art. 133 del Código Fiscal el plazo de prescripción comienza a correr desde el 1° de enero del año siguiente al momento en que haya tenido lugar el incumplimiento; 2) el art. 134 penúltimo párrafo de la ley 10.397 –t.o. 2004- dispone que el cómputo de la prescripción se interrumpe por la comisión de nuevas infracciones [en el caso, nuevas omisiones en el pago de los períodos posteriores reclamados], en cuyo caso el nuevo término de prescripción comenzará a correr el 1° de enero siguiente al año en que tuvo lugar el hecho o la omisión punible.

Frente a tal exposición argumental, los ejecutados manifiestan que, al igual que lo considerado por el magistrado de la instancia, es razonable que la fecha de prescripción de la acción para exigir la cancelación de multas comience a computarse desde el momento en que se cometió la supuesta infracción.

Adunan a ello que, a todo evento, la multa es de naturaleza penal y por lo tanto se encuentra alcanzada por el régimen de fondo previsto por el Código Penal.

ii. En tal contexto, estimo que esta Alzada está llamada a determinar: 1°) el plazo de prescripción aplicable –en la medida que el Fisco pregona el plazo establecido en el Código Fiscal y los demandados pretenden la aplicación de las reglas del Código Penal-; 2°) el momento en que el cómputo de la prescripción de la acción judicial para reclamar el pago de una multa por omisión comenzó a correr, y, 3°) con ello resuelto, si al tiempo de la interposición de la demanda ejecutiva, respecto de la multa por omisión, había o no acontecido el plazo prescriptivo que resulte aplicable.
1°) Para responder al primer cuestionamiento formulado, es útil resaltar que al tratar la prescripción de la multa exigida, el juez de grado respondió al planteo de los ejecutados referido a la aplicación de las normas del Código Penal, concluyendo –aún en escasas líneas- que la multa es de carácter tributario [art. 51 del Código Fiscal] siendo por ello inviable la propuesta de los demandados.

Desde tal mirador, considero que la reiteración –en la réplica del memorial de agravios- o más bien la referencia a los argumentos expuestos en el escrito de oposición de excepciones como fundamento para peticionar la aplicación de la normativa penal nacional no pueden ser atendidas, ya que para conmover lo decidido por el juez de grado los litigantes deben desbaratar el iter lógico seguido por aquél, siendo insuficiente la remisión a exposiciones que fueron superadas en la sentencia dictada en la instancia.

En tal contexto, he de coincidir con lo postulado por el Fisco y lo decidido por el juez de grado en relación a la aplicación de las normas del Código Fiscal. Y en este punto debo recordar que –como sostuviera al votar la primera cuestión- ello va a ocurrir en la medida que las pautas de prescripción allí establecidas se adecuen a los lineamientos que el Código Civil establece en los términos de jerarquía normativa que impone el art. 31 de la Constitución Nacional.

Es que, conforme la lectura que del Fallo “Filcrosa” dictado por la C.S.J.N. –ya citado- ha pregonado esta Alzada al votar la primera cuestión, es el Estado Nacional quien ostenta la potestad de regular lo concerniente al vínculo obligacional entre acreedores y deudores (art. 75 inc. 12º de la Constitución Nacional).

Bajo tal óptica, encuentro que el plazo de prescripción quinquenal previsto en el art. 118 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 131 en t.o. 2004-, deviene plenamente aplicable al no contradecir –sino más bien acortar- el término establecido por el art. 4023 del Código Civil.

2°) Definido entonces en cinco (5) años el plazo de prescripción, debe precisarse cuál es el punto de inicio para computar tal término. Y a tal fin habré de seguir la doctrina sentada por esta Cámara en la causa P-2146-MP2 “Tío Juan S.R.L.”, sent. 7-XII-2010). 

En tal faena, observo que el art. 120 del Código Fiscal (t.o. 1999) -actual art. 133 en t.o. 2004-, estipula como dies a quo del plazo prescriptivo al 1° de enero siguiente al año en el cual se materializó la falta que motivó la aplicación de la multa cuya ejecución se pretende.

En tal sentido, es necesario aclarar que el punto de inicio para computar el plazo de prescripción en cuestión establecido en el mentado art. 120 del Código Fiscal (t.o. 1999) -actual art. 133 en t.o. 2004-, cual es el 1° de enero siguiente al año en el cual tuvo lugar la conducta reprochada que motivó la aplicación de las multas ejecutadas, no restringe los derechos acordados por el Código Civil, desde que no provoca un indebido alongamiento del término para reclamar judicialmente el pago de las mentadas sanciones pecuniarias [arg. doct. C.S.J.N. Fallos 176:115; 180:96; 183:143; 200:444; 220:202; 226:727; 227:100; 268:544; 276:401; 284:319; 285:209; 301:709; 304:163; 316:2182 y 326:3899].

Obsérvese que el Código Fiscal establece un lapso único y común para determinar los incumplimientos e imponer las consecuentes multas, término idéntico para reclamar judicialmente su pago, cuyo dies a quo (igual para el ejercicio de la prerrogativa sancionatoria y para el cobro judicial de la sanción pecuniaria) resulta previo a que las multas se tornen judicialmente exigibles, desde que el contribuyente recién habrá de encontrarse en mora para el cumplimiento de la sanción económica una vez transcurridos quince (15) días desde que adquirió firmeza la resolución administrativa que las impuso [cfr. arts. 3956 del Código Civil y 59 del Código Fiscal -t.o. 1999-].

Y si bien, el art. 121 del Código Fiscal (t.o. 1999) -actual art. 134 en t.o. 2004- establece que la prescripción de la acción para aplicar multas o hacerlas efectivas se interrumpirá por la comisión de nuevas infracciones [en cuyo caso el nuevo término de prescripción comenzará a correr a partir del 1° enero siguiente al año en que tuvo lugar el hecho o la omisión punible], tal norma tampoco trae aparejada en la especie una ilegítima ampliación del plazo de prescripción en estudio, puesto que si bien reconoce efectos interruptivos a una circunstancia distinta del reclamo judicial del crédito –acto al cual el art. 3986 del Código Civil asigna dicha virtualidad-, las infracciones que llevaron al Fisco a imponer a los contribuyentes la multa ejecutada tuvieron lugar con anterioridad al dictado de la Resolución administrativa N° 196/2003, cuando dicha penalidad -y el crédito en dinero que ella significaba- aún no resultaban judicialmente exigibles.

Es que, las omisiones que motivaron la aplicación al contribuyente de las sanciones pecuniarias demandadas en autos se verificaron en los períodos Enero a Diciembre 1996; Enero a Diciembre de 1997 y 1/98 [cfr. art. 2 Resolución Determinativa N° 196/2003, fs. 235 del expediente administrativo N° 2306-386060/01], mientras que la resolución que impuso las multas ejecutadas fue dictada con fecha 25-07-2003 [cfr. fs. 225/236 de las mentadas actuaciones administrativas] y notificada a los demandados el 2-09-203 [cfr. fs. 310/317 del expte. admt. citado], quedando éstos en mora para su pago una vez transcurridos quince (15) días desde que dicho acto administrativo hubiera adquirido firmeza.

Llevando los parámetros delineados al caso de marras, el plazo de prescripción de las sanciones pecuniarias ejecutadas debe computarse a partir del 01-01-1999, esto es desde el primero de enero siguiente al período 01 de 1998, momento en el cual tuvo lugar la última de las omisiones sancionadas por el Fisco en la Resolución Determinativa 196/2003. En efecto, cuando en un único procedimiento determinativo, el Fisco constata que -con la omisión de pago de tributos en cada período adeudado- los contribuyentes reiteraron la comisión de la falta enjuiciada, entonces puede otorgarle a cada una de las reiteradas conductas reprochables efecto interruptivo de la prescripción de la potestad sancionatoria, posponiendo el dies a quo para la determinación de la sanción aplicable y, consecuentemente, para la posterior ejecución judicial del crédito resultante de la penalidad finalmente impuesta, si ésta posee naturaleza económica -como acontece en el presente caso- [cfr. arts. 120 y 121 del Código Fiscal -t.o. 1999-; arts. 133 y 134 del Código Fiscal -t.o. 2004].

Por último, dable es recordar que el art. 122 del Código Fiscal (t.o. 1999) -actual art. 135 en t.o. 2004- establece que se suspenderá por un (1) año el curso de la prescripción de las acciones y poderes de la Autoridad de Aplicación desde la fecha de la resolución condenatoria por la que se aplique la multa, en los supuestos que la misma norma indica. Si bien el mentado precepto no respeta la técnica usada por el Código Civil en torno a la constitución en mora del deudor para otorgar efecto suspensivo a tal hecho, no es menos cierto que tampoco restringe indebidamente los derechos acordados por el ordenamiento de fondo. Es que, el término de suspensión -idéntico en ambos regímenes- comenzará a correr para el Fisco con anterioridad a la efectiva constitución en mora del deudor de la multa -circunstancia que acontecería recién con la notificación de la resolución que impuso la sanción pecuniaria-, por lo que también la suspensión se agotará temporalmente antes que lo previsto por el Código Civil, y ello con nulo perjuicio para el deudor.

Ahora bien, no puede afirmarse lo mismo en torno a la constitucionalidad del art. 122, inciso b) –segunda parte- del Código Fiscal –t.o. 1999- [actual art. 135, inciso b) –segunda parte- t.o. 2004]. Es que, en la especie, resulta igualmente predicable lo sostenido por esta Cámara en torno a similar supuesto contemplado en el art. 122, inciso a) –segunda parte- del Código Fiscal [actual art. 135, inciso a) –segunda parte- t.o. 2004] en la causa P-502-BB1 “Microcontrol S.R.L.”, citada, entre otras], debiéndose declarar la inconstitucionalidad del precepto en la parcela examinada en tanto alonga ilegítimamente el plazo de suspensión cuando hubiere mediado recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal de Apelación –circunstancia que se verifica en el caso a tenor de las constancias de fs. 318/333 del expediente administrativo-, excediendo de tal modo el término de suspensión previsto por el art. 3986, 2do. párrafo del Código Civil, en clara contradicción con la ley jerárquicamente superior (art. 31 Const. nac.). Así, el precepto examinado resulta inaplicable en la especie, en tanto la cuestión se rige –como quedó dicho- por la norma fiscal en la parte que no contraría el art. 3986, segundo párrafo, del Código Civil.

Con todo, la acción encaminada a obtener el pago de la multa volcada en el título ejecutivo obrante a fs. 8/9 fue intentada extemporáneamente, en tanto: 

i) el plazo de prescripción en estudio comenzó a correr el 01-01-1999;

ii) habiendo trascurrido cuatro (4) años, seis (6) meses y veinticinco (25) días, el 25-07-2003 se dictó la Resolución Determinativa N° 196/2003 –que impuso la multa-, operando la suspensión de dicho lapso por un (1) año [art. 122 del Código Fiscal (t.o. 1999) -actual art. 135 en t.o. 2004-] con motivo de la interposición de recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal;

iii) transcurrido un año, el 26-07-2004 se reanudó el plazo prescriptivo, restando cinco (5) meses y seis (6) días para su consumación [art. 118 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 131 en t.o. 2004-], venciendo por tanto el 31-12-2004, al no ser aplicable la suspensión prevista en el art. 122, inciso b) -segunda parte- del Código Fiscal –t.o. 1999- [art. 135 inc. b) –segunda parte- del t.o. 2004], según fuera dicha norma declarada inconstitucional previamente;

iv) habiéndose extinguido el plazo de prescripción cuando mediaba suspensión de ejecutoriedad de la multa –arts. 58 y 93 del Código Fiscal, t.o. 1999 [arts. 59 y 106 del t.o. 2004]; arg. art. 9 inciso g) ley 13.406-, el Fisco no estuvo en condiciones de hacer valer judicialmente su crédito sino hasta el día siguiente a la fecha de notificación de la resolución del Tribunal Fiscal al Director Provincial de Rentas y al representante fiscal [ocurrida el 22-03-2006, cfr. fs. 409/410 el expte. admt.] y sólo por el término de tres (3) meses que le confería el art. 3980 del Código Civil –cfr. doct. esta Cámara causa P-502-BB1 “Microcontrol S.R.L.”, citada-, plazo que en consecuencia expiraba el 22-06-2006;

v) la presente demanda ejecutiva fue promovida el 30-06-2006 [cfr. cargo de la Receptoría General de Expedientes de fs. 11 vta.], esto es, con posterioridad al vencimiento del plazo antedicho.

Como consecuencia del razonamiento desarrollado, estimo que corresponde rechazar también en esta parcela el recurso de apelación deducido por el Fisco provincial.
III. a. En mérito de tales consideraciones, he de proponer al Acuerdo rechazar totalmente el recurso de apelación interpuesto por el Fisco a fs. 117/119 y, en consecuencia, confirmar -por otros fundamentos- la sentencia de grado en cuanto declaró la prescripción de los períodos correspondientes al año 1996 y la acción ejecutiva para reclamar la multa por omisión contenida en el título ejecutivo N° 258.399.

b. A tenor del resultado de ambos embates recursivos, corresponde rechazar íbntegramente el presente apremio con costas de ambas instancias al Fisco provincial en su condición de vencido (arts. 68, 556 y 274 del C.P.C.C.; 25 de la ley 13.406). 

Con el alcance indicado, voto a la segunda cuestión planteada por la negativa.

Los señores Jueces doctores Riccitelli y Mora, con igual alcance y por idénticos fundamentos a los brindados por la señora Juez doctora Sardo, votan a la segunda cuestión planteada por la negativa.
De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 

SENTENCIA

1. Hacer lugar a los recursos de apelación interpuestos por los ejecutados a fs. 120/125 y 126/134, declarando la inconstitucionalidad del art. 120 del Código Fiscal –t.o. 1999- [actual art. 133 en t.o. 2004] –en cuanto prevé un modo de computar el plazo de prescripción que colisiona con lo normado por el art. 3956 del Código Civil [arts. 31, 75 inc. 12º y ccdtes. de la Constitución Nacional]-, revocando parcialmente la sentencia apelada –en lo que fue materia de agravios- y acogiendo la excepción de prescripción opuesta por los ejecutados en relación al Impuesto sobre los Ingresos Brutos por los períodos 1 a 8 y 11/1997 y 1/1998, incluidos en el Título Ejecutivo N° 258.399 [arts. 3956, 4027 inc. 3° y ccdtes. del Código Civil; art. 9 inc. e) de la ley 13.406].

2. Rechazar al recurso de apelación interpuesto por el Fisco a fs. 117/119, declarando la inconstitucionalidad del art. 122 inciso b) –segunda parte- del Código Fiscal -t.o. 1999- [actual art. 135 inciso b) –segunda parte- del Código Fiscal, t.o. 2004]) y confirmando –por otros fundamentos- la sentencia de grado en cuanto declaró la prescripción de los anticipos correspondientes al año calendario 1996 y de la multa por omisión contenida en el título ejecutivo N° 258.399.

3. A tenor del resultado de ambos embates recursivos, corresponde rechazar íntegramente el presente apremio, con costas de ambas instancias al Fisco provincial en su calidad de vencido (arts. 68, 556 y 274 del C.P.C.C.; 25 de la ley 13.406).
4. Diferir la regulación de honorarios por los trabajos de alzada para su oportunidad (art. 31 del Decreto ley 8904/77).

Regístrese. Notifíquese por Secretaría y oportunamente devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen a fin de continuar con el trámite de acuerdo a lo aquí resuelto. Fdo: Dres. Adriana M. Sardo – Elio Horacio Riccitelli – Roberto Daniel Mora – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
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